
Artículo cuarto.—-Con carácter experimental, y con miras 
a una posible generalización, los Ayuntamientos que dispongan 
de los medios de mecanización adecuados podrán llevar a cabo 
un sistema de comprobación permanente de la actualización de 
los datos padronales, el cual, si ofrece las debidas garantías, 
pueda llegar, en su caso, a sustituir la inscripción total en 
las renovaciones padronales, sin perjuicio de las facultades 
aprobatorias sobre las referidas renovación y sus rectificaciones 
anuales que concede al Instituto Nacional de Estadística el 
vigente Reglamento de Población y Demarcación Territorial de 
lás Corporaciones Locales.

Solamente podrán implantar el referido sistema aquellos 
Ayuntamientos que obtengan expresa autorización del Instituto 
Nacional de Estadística sobre el procedimiento técnico a emplear.

Artículo quinto.—También con la autorización del Instituto 
Nacional de Estadística, las Diputaciones Provinciales podrán 
mecanizar los resultados de las inscripciones padronales de 
todos los Municipios que, carentes de medios para ello, así lo 
soliciten. La información resultante se entregará a los citados 
Municipios.

Artículo sexto.—Para coordinar la mecanización de los Pa- 
dronesv Municipales y facilitar su explotación supramunicipal, 
el Instituto Nacional de Estadística, con la colaboración de la 
Dirección.General de Administración Local, dictará las normas 
generales de carácter técnico que procedan.

Artículo séptimo.—Además de la comprobación que corres­
ponde a la Administración Municipal, según el artículo noven­
ta y cinco punto tres del Reglamento de Población y Demarca­
ción Territorial de las Entidades Locales, el Instituto Nacio­
nal de Estadística llevará a cabo, por medio de sus funciona­
rios o del personal que designe, la labor de asesoramiento téc­
nico y control de todas las operaciones padronales y del per­
sonal que participe en las mismas, en sentido tan amplio como 
sea necesario para garantizar la fiabilidad de las cifras de 
población.

Artículo octavo.—Los gastos correspondientes a los trabajos 
preliminares y a la inscripción padronal realizados por los 
Ayuntamientos correrán a cargo de las Corporaciones Locales, 
las cuales consignarán en sus presupuestos ordinarios las can­
tidades necesarias para estas atenciones.

Los gastos que se ocasionen con cargo al Estado, tanto de 
material como de personal, serán sufragados con los créditos 
ya aprobados o que puedan aprobarse en su día del capítulo 
de inversiones del presupuesto del Instituto Nacional de Es­
tadística.

Artículo noveno.—La Dirección General de Administración 
Local prestará su colaboración para lograr la efectividad de 
todos los trabajos dispuestos en el presente Decreto, .y se fa­
culta a los Ministerios de la Gobernación y de Planificación del 
Desarrollo para dictar las disposiciones e instrucciones precisas 
para la ejecución de los mismos.

Así lo dispongo por el presénte Decreto, dado en Madrid a 
seis de marzo de mil novecientos setenta y cinco.

FRANCISCO FRANCO

El Ministro de la Presidencia riel Gobierno,
ANTONIO CARRO MARTINEZ

MINISTERIO DE HACIENDA

5198 CORRECCION de erratas de la Orden de 21 de 
febrero de 1975 por la que se amplía la de 22 de 
junio de 1974, por la que se desarrolla el Decre­
to 680/1974, de 28 de febrero, por el que se dispone 
el pago de haberes y retribuciones al personal de 
la Administración del Estado y de los Organismos 
autónomos a través de establecimientos bancarios 
o cajas de ahorros.

Padecido error en la inserción de la citada Orden, publi­
cada en el «Boletín Oficial del Estado» número 48, de fecha 
25 de febrero de 1975, a continuación se formula la oportuna 
rectificación:

En la página 3929, primera columna, línea 1 del preámbulo, 
donde dice: «Por cumplimiento de la disposición...»; debe 
decir: «Para cumplimiento de la disposición...».

MINISTERIO 
DE LA GOBERNACION

5199 DECRETO 410/1975, de 27 de febrero, por el que se 
revisan las pensiones de la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local.

El artículo quinto, uno, del Decreto dos mil cincuenta y 
siete mil novecientos setenta y tres, de diecisiete de agosto, 
dispone que las pensiones de jubilación, viudedad, orfandad o 
a favor de los padres del asegurado, causadas con anterioridad 
a uno de julio de mil novecientos setenta y tres, serán revalo­
rizadas individualmente por la Mutualidad Nacional de Previ­
sión de la Administración Local, a partir de uno de enero de 
mil novecientos setenta y cuatro, en la cuantía, plazos y condi­
ciones que determine el Ministerio de la Gobernación, y que, 
en ningún caso, serán revalorizadas las pensiones que se hu­
bieren concedido al amparo de condiciones más beneficiosas 
que las establecidas en las normas estatutarias de la Mutua­
lidad.

Tal revalorización aparece justificada, de una parte, por la 
elevación de los haberes básicos operada en virtud de lo dis­
puesto en el Decreto dos mil cincuenta y seis/mil novecientos 
setenta y tres, y, de otra, por la modificación de las normas 
estatutarias de dicha Mutualidad que se ordena en el Decreto 
citado en primer lugar.

Por otra parte, la Ley veintinueve/mil novecientos setenta 
y cuatro, de veinticuatro de julio, al elevar los sueldos base 
de los funcionarios del Estado, en su disposición segunda final 
autorizó al Gobierno para que, a propuesta de este Ministerio 
de la Gobernación, pudiera acordar la revisión de las presta­
ciones básicas de carácter pasivo derivadas de los Estatutos de 
la Mutualidad Nacional de la Administración Local que sea 
consecuencia de la elevación del sueldo base prevista en dicha 
Ley, añadiendo que tal revisión podría refundirse en forma 
escalonada con la prevista en el artículo segundo, uno, del 
Decreto-ley siete/mil novecientos setenta y tres, de veintisiete 
de julio.

Por todo ello, resulta conveniente una regulación unitaria 
de ambas revisiones, o sea, de las autorizadas por el Decreto- 
ley siete/mil novecientos setenta y tres y Ley veintinueve/mil 
novecientos setenta y cuatro, incluso por lo que respecta a la 
entrada progresiva en vigor de la elevación de sueldos que ésta 
ordenó.

El planteamiento global de los problemas que tales revisio­
nes originan obliga, en primer término, a tener en cuenta que, 
en virtud del Decreto-ley siete/mil novecientos setenta y tres 
y Decreto dos mil cincuenta y seis/mil novecientos setenta y 
tres, se produjo una profunda modificación en el sistema re­
tributivo de los funcionarios locales, al pasar de sueldos fija­
dos a las plazas debidamente ordenadas en grados a coeficientes 
multiplicadores atribuidos a los diversos Cuerpos, grupos, sub­
grupos o clases de funcionarios, lo que ha de repercutir en 
gran medida en la determinación de los haberes reguladores 
a efectos de determinar las prestaciones de la Mutualidad.

Siendo solución ideal que tales revisiones se efectuaran par­
tiendo del haber regulador que correspondería al causante de 
las prestaciones en caso de haber llegado a percibir los nuevos 
haberes reguladores, dada la variedad y complejidad de la Ad­
ministración Local, parece obligado que tal solución sufra cier­
tas modificaciones de principio, lo que es posible si se tiene en 
cuenta que tanto el repetido Decreto dos mil cincuenta y siete/ 
mil novecientos setenta y tres como la Ley veintinueve/mil no­
vecientos setenta y cuatro están permitiendo que tales revisio­
nes se hagan o se puedan hacer en forma escalonada; este 
escalonamiento viene impuesto además por el correlativo de los 
sueldos base, determinantes de los haberes reguladores de di­
chas prestaciones.

Consecuencia de lo expuesto anteriormente es que, admitien­
do como sistema definitivo la revisión de las prestaciones en 
base a los haberes reguladores que hubiera llegado a percibir 
el causante de las mismas en caso de continuar en activo en 
las distintas fechas, se establezca en una primera fase una 
revalorización globalizada y en porcentaje fijo sobre las pensio­
nes existentes en uno de julio de mil novecientos setenta y tres. 
El porcentaje fijo que se establece guarda relación con el in­
cremento medio ponderado que representó el Decreto dos mil 
cincuenta y seis/mil novecientos setenta y tres, respecto de los 
sueldos anteriores a su entrada en vigor, sin olvidar la eleva­
ción del sueldo base del Decreto dos mil cuatrocientos sesenta 
y tres/mil novecientos setenta y cuatro, de nueve de agosto,
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por lo que respecta al segundo semestre de mil novecientos 
setenta y cuatro y año mil novecientos setenta y cinco; tam­
bién se ha tenido presente la conveniencia de que tal revalori­
zación se mantenga dentro de límites que no supongan que las 
prestaciones revalorizadas fueran superiores a las que hubie­
ren de causarse después de uno de julio de mil novecientos se­
tenta y tres.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de la Gobernación 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 
del día veintiuno de febrero de mil novecientos setenta y cinco,

DISPONGO:

Artículo primero.—Uno. La Mutualidad Nacional de Previ­
sión de la Administración Local, de acuerdo con las normas 
del presente Decreto, procederá, de oficio, a la revisión indivi­
dualizada de las pensiones de jubilación, viudedad o a favor 
de los padres del asegurado que estuviesen reconocidas con 
anterioridad a uno de julio de mil novecientos setenta y tres. 
De igual beneficio gozarán las pensiones de orfandad, siempre 
que éstas se hubieren reconocido antes de dicha fecha y cuya 
cuantía se hubiese fijado con sujeción estricta a los Estatutos 
mutuales de doce de agosto de mil novecientos sesenta y los 
beneficiarios se encuentren dentro de los límites de edad esta­
blecidos en dichos Estatutos.

Dos. Las pensiones producidas a partir de uno de julio de 
mil novecientos setenta y tres, pero que traigan causa de fun­
cionarios que cesaron en el servicio activo, por jubilación o 
fallecimiento, con anterioridad a la mencionada fecha, se deter­
minarán previamente con arreglo a las normas estatutarias ci­
tadas de doce de agosto de mil novecientos sesenta, Ley ciento 
ocho/mil novecientos sesenta y tres, de veinte de julio, y De­
creto tres mil ochenta y tres/mil novecientos setenta, de quince 
de octubre. A la pensión previamente establecida en esta for­
ma se aplicarán los beneficios de revisión regulados en el pre­
sente Decreto.

Tres. De conformidad con lo dispuesto en el artículo quin­
to, dos, del Decreto dos mil cincuenta y siete/mil novecientos 
setenta y tres, de diecisiete de agosto, quedan excluidas de di­
cha revisión las mencionadas pensiones, cuando hubieren sido 
concedidas al amparo de condiciones más beneficiosas que las 
establecidas en las normas estatutarias de la Mutualidad, vi­
gentes en treinta de junio de mil novecientos setenta y tres, 
aunque dichas condiciones resulten de derechos legítimamente 
adquiridos con anterioridad en virtud de Leyes, Reglamentos ge­
nerales o especiales, normas o acuerdos singulares, aprobados 
por la Corporación local afiliada en la que el causante haya 
prestado sus servicios. La presente revisión será incompatible, 
asimismo, con cualquiera otra que se ampare en las normas o 
acuerdos de referencia, que se reputarán en este caso condi­
ción más beneficiosa.

Cuatro. Se entenderá también que constituyen condición 
más beneficiosa las enumeradas en el artículo primero, tres, del 
Decreto tres mil ochenta y tres/mil novecientos setenta, de quin­
ce de octubre, siendo de aplicación, a tal efecto, las disposi­
ciones correlativas de la Orden del Ministerio de la Gobernación 
de dos de diciembre de mil novecientos setenta.

Cinco. Tampoco serán revisables, en ningún supuesto, las 
prestaciones no enumeradas en el apartado uno de este artícu­
lo que hubiesen sido causadas con anterioridad a uno de julio 
de mil novecientos setenta y tres. En su virtud, no será revi- 
sable el capital seguro de vida causado por asegurados que 
cesaron en el servicio activo antes del uno de julio de mil 
novecientos setenta y tres, que. se determinará con arreglo al 
haber regulador que disfrutara el causante en el momento de 
su cese en el servicio activo; siendo, en su caso, de aplicación 
lo dispuesto en el artículo cuarto del Decreto tres mil ochenta 
y tres/mil novecientos setenta.

Seis. No obstante lo dispuesto en los párrafos tres y cuatro 
de este artículo, las pensiones de jubilación de quienes la an­
ticiparon, en virtud de derechos adquiridos que versaren sobre 
la edad o condiciones para causarla, serán revisables siempre 
que en el momento de la revisión reunieran los requisitos es­
tablecidos en los Estatutos de la Mutualidad para que aquélla 
se produjera con carácter forzoso.

Siete. Los funcionarios de Administración Local que encon­
trándose en alguna de las circunstancias previstas en el ar­
tículo octavo de los Estatutos mutuales de doce de agosto de 
mil novecientos sesenta hubieran dejado de satisfacer las cuo­
tas previstas en el párrafo tres de dicho artículo, seguirán 
siendo beneficiarios del derecho al percibo de las prestaciones 
que les reconocen los Estatutos mencionados, actualizadas por 
la Ley ciento ocho/mil novecientos sesenta y tres, de veinte

de julio, pero no les serán aplicables las normas contenidas en 
el presente Decreto, y estarán, por tanto, excluidos de la revi­
sión regulada en el mismo.

Artículo segundo.—Uno. Se presumirá de oficio que los ti­
tulares de pensiones determinadas en virtud de alguna de las 
condiciones más beneficiosas optan por acogerse a la revisión 
regulada en el presente Decreto, sujetándose íntegramente a 
los preceptos estatutarios de la Mutualidad vigentes en treinta 
de junio de mil novecientos setenta y tres, con renuncia a to­
das las peculiaridades dimanantes de las disposiciones, actos o 
acuerdos que amparaban su situación anterior. Quedará sin 
efecto dicha presunción cuando el pensionista manifieste por 
escrito, ante la Mutualidad, que desea seguir acogido al régi­
men anterior; en cuyo caso, continuará en el disfrute de las 
mismas prestaciones que tenga reconocidas con anterioridad, sin 
revisión de aquéllas. Dicha manifestación se hará en los plazos 
y forma que señale la Dirección General de Administración 
Local.

Dos. Quienes con motivo de la actualización del Decreto 
tres mil ochenta y tres/mil novecientos setenta hubieren optado 
por continuar acogidos al régimen anterior, podrán, en igual 
forma y plazo, optar por acogerse al régimen general mutual, 
con las consecuencias determinadas en el artículo segundo, uno, 
de dicho Decreto, y, en tal caso, su pensión será revisable, 
previa la correspondiente actualización, pero sólo con efectos 
de uno de enero de mil novecientos setenta y cuatro.

Tres. Los pensionistas que, por la presunción del referido 
Decreto, hubieran optado por acogerse al régimen general mu­
tual, podrán, en igual forma y plazo, volver a su régimen pri­
mitivo, previa devolución de las mayores cantidades percibidas 
por el concepto de actualización, y sin que la pensión resul­
tante sea revisada. Este derecho de opción, y con los efectos 
indicados, podrá ejercitarse también por los derechohabientes 
del pensionista, siempre que hubiera fallecido con anterioridad 
a la fecha en que termine el plazo para la opción.

Artículo tercero.—Uno. La revisión a la que se refiere el 
artículo primero, uno, se hará partiendo del sueldo inicial, in­
cluidas las dos pagas extraordinarias de julio y diciembre que 
hubieren correspondido al causante de conformidad a lo dis­
puesto en el Decreto dos mil cincuenta y seis/mil novecientos 
setenta y tres, de haber estado en activo el uno de julio de mil 
novecientos setenta y tres, teniendo en cuenta, en su caso, el 
coeficiente multiplicador asignado al Cuerpo, grupo, subgrupo 
o clase de funcionario al que el causante perteneciera y to­
mando como sueldo base el fijado para los funcionarios locales 
en activo en el momento en que se acuerde aplicar la revisión 
definitiva, conforme al artículo cuarto, uno, de este Decreto.

Dos. Al sueldo inicial así fijado, con sus pagas extraordina­
rias, se aplicarán los servicios prestados para determinar el 
haber regulador, con inclusión de los aumentos graduales del 
siete por ciento por cada tres años de los referidos servicios.

Tres. Para determinar la cuantía de la pensión revisada, se 
aplicará al haber regulador, fijado con arreglo a los párrafos 
anteriores, los porcentajes que en cada caso correspondan en 
concepto de prestaciones básicas, de conformidad con los Esta­
tutos de la Mutualidad revisados.

Cuatro. El titular de la pensión tendrá derecho, además, 
a las mejoras de la misma previstas en los Estatutos revisados 
de la Mutualidad, pero tales mejoras se girarán sobre el suel­
do anterior a uno de julio de mil novecientos setenta y tres, 
con arreglo al cual se hubiera fijado la pensión anterior a 
la revisión de este Decreto. Se entenderán por Estatutos re­
visados, a los efectos de este Decreto, los dictados en cum­
plimiento del artículo primero, dos, del Decreto dos mil cin­
cuenta y siete/mil novecientos setenta y tres, de diecisiete 
de agosto.

Artículo cuarto.—Uno. Hasta tanto no se ultimen las ope­
raciones de revisión definitiva reguladas en el artículo an­
terior y se acuerde su aplicación por el Ministerio de la 
Gobernación, las pensiones a las que se refiere el artículo 
primero, uno, de este Decreto y sean revisables conforme 
al mismo, serán revisadas provisionalmente por la Mutua­
lidad Nacional de Previsión de la Administración Local, con 
efectos de uno de enero de mil novecientos setenta y cuatro, 
incrementándolas con arreglo a lo prevenido en el presente 
artículo.

Dos. Esta revisión provisional se realizará aplicando los 
porcentajes de incremento que luego se indican y a partir de 
las fechas que se expresan, sobre la cuantía de la pensión 
eñ vigor en treinta de junio de mil novecientos setenta y 
tres, o de la fijada con posterioridad a esta fecha en los 
casos previstos por el número dos del artículo primero de 
este Decreto, siempre que la misma estuviera ajustada a



las condiciones y porcentajes establecidos en los Estatutos 
mutuales vigentes en dicha fecha.

Tres. Los porcentajes de incremento provisional a que se 
refiere el párrafo anterior serán:

a) Durante el año mil novecientos setenta y cuatro, el 
veinte por ciento.

b) A partir de uno de enero de mil novecientos setenta 
y cinco y hasta que haya de surtir sus efectos la revisión 
regulada en los artículos anteriores, el cuarenta por ciento, 
también sobre la cantidad citada, incluyéndose en este por­
centaje el ya establecido para el año mil novecientos setenta 
y cuatro.

Cuatro. Si la cuantía de la pensión revisada definitiva, en 
su día, con arreglo a lo dispuesto en los artículos anteriores 
fuera inferior a la que resulte de los incrementos provisiona­
les del presente, se mantendrá esta última, pero la diferencia 
será absorbible en las mejoras futuras de pensión que puedan 
producirse.

Artículo quinto.—Uno. Las prestaciones de cualquier na­
turaleza causadas por los asegurados que estuvieren en servi- 
cio activo en uno de julio de mil novecientos setenta y tres, 
y cuyos expedientes han sido resueltos provisionalmente por 
la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local, aplicando los porcentajes fijados en los primitivos Es­
tatutos antes de su revisión a los haberes anteriores a la 
citada fecha, serán revisadas de oficio por la citada Entidad 
en el plazo que fije la Dirección General de Administración 
Local de acuerdo con las siguientes normas:

Primera. A dichas prestaciones les serán íntegramente apli­
cables los preceptos contenidos en los Estatutos revisados de 
la Mutualidad, y se beneficiarán, por tanto, de las mejoras 
de pensión previstas en aquéllos.

Segunda. Se tomará como haber regulador el que, de con­
formidad a dichos Estatutos, correspondiera al causante en 
el momento de causarse la prestación.

Tercera. Las pensiones producidas por aquellos funciona­
rios que cesaron en el servicio activo o fallecieron en la misma 
situación entre uno de julio de mil novecientos setenta y tres 
y treinta de junio de mil novecientos setenta y cuatro y cuya 
cuantía se haya determinado con arreglo a las dos normas 
anteriores, a. partir de uno de julio de mil novecientos setenta 
y cuatro serán incrementadas para adecuarlas a los haberes 
reguladores resultantes de la elevación de los sueldos base 
establecida en el Decreto dos mil cuatrocientos sesenta y tres/ 
mil novecientos setenta y cuatro, de nueve de agosto, y con 
los efectos que en el mismo se señalan para los funcionarios 
en activo. Dichas pensiones serán nuevamente incrementadas 
a partir de uno de enero de mil novecientos setenta y cinco, 
todo ello de conformidad con las disposiciones citadas.

Cuarta. Las pensiones producidas por funcionarios que ce­
saron en el servicio activo o fallecieron en la misma situación 
entre uno de julio de mil novecientos setenta y cuatro y 
treinta y uno de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro 
y cuya cuantía se haya determinado con arreglo a las normas 
primera y segunda anteriores, a partir de uno de enero de 
mil novecientos setenta y cinco, serán, asimismo, incrementa­
das para adecuarlas a los haberes reguladores resultantes de 
la elevación de los sueldos base establecida en el Decreto 
dos mil cuatrocientos sesenta y tres/mil novecientos setenta 
y cuatro, antes citado.

Quinta. Las mejoras de pensión previstas, en los Estatutos 
revisados de la Mutualidad se girarán en todo caso sobre el 
haber regulador que corresponda al causante en el momento 
de su cese en el servicio activo. A la mejora así fijada no 
se aplicará ninguna actualización posterior, en tanto no se 
determine expresamente por disposición de carácter general.

Dos. En ningún caso las prestaciones a que se refiere el 
presente artículo, comprendidas las mejoras, serán inferiores 
a las que resulten de aplicar los Estatutos antes de su mo­
dificación a los haberes anteriores a uno de julio de mil 
novecientos setenta y tres.

Artículo sexto.—A las pensiones revisadas de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo tercero de este Decreto les 
serán de aplicación lo dispuesto en los Estatutos revisados 
de la Mutualidad por lo que respecta a la cuantía mínima 
de las pensiones de jubilación y a favor de los familiares.

Artículo séptimo.—Uno. Con efectos de uno de enero de 
mil novecientos setenta y cinco la cuota a la que se refiere 
el artículo trece de la Ley once/mil novecientos sesenta, de 
doce de mayo, constitutiva de la Mutualidad Nacional de

Previsión de la Administración Local, queda fijada en el 
treinta y cinco por ciento, incluyéndose en la misma la com­
plementaria establecida en el artículo diez, dos, del Decretó 
tres mil doscientos quince/mil novecientos sesenta y nueve, 
de diecinueve de diciembre.

Dos. Será de cargo del funcionario la cuota resultante de 
aplicar el siete por ciento sobre su sueldo consolidado, más 
una sexta parte del mismo en concepto de pagas extraordi­
narias.

Tres. Será de cargo de la Corporación, Entidad, Organismo 
o dependencia afiliados la cuota resultante de aplicar el vein­
tiocho por ciento sobre el importe de los sueldos consolidados, 
más una sexta parte en concepto de pagas extraordinarias co­
rrespondientes a la totalidad de las plazas de plantilla en 
vigor.

Cuatro. A los efectos de los párrafos anteriores, el sueldo 
consolidado estará integrado por el sueldo inicial (en su caso, 
sueldo base multiplicado por el coeficiente), más los trienios 
y las pagas extraordinarias y, cuando proceda, el complemento 
personal y transitorio del sueldo.

Artículo octavo.—Independientemente de la cuota fijada en 
el artículo anterior, también serán de cuenta de las Entidades, 
Organismos y dependencias afiliados las demás cantidades que 
vienen obligadas a satisfacer a la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local, en virtud de lo dispuesto 
en la Ley de creación de la Mutualidad, Estatutos de la misma 
y Decreto tres mil ochenta y tres/mil novecientos setenta, 
de quince de octubre.

Artículo noveno.—Los preceptos de este Decreto también se­
rán de aplicación a quienes tuvieren la condición de asegurados 
voluntarios, de acuerdo con lo establecido en los Estatutos de 
la Mutualidad Nacional dé Previsión de la Administración Lo­
cal, alcanzando las obligaciones inherentes a las Entidades, 
Organismos y dependencias enumerados en dichos preceptos 
estatutarios, que se considerarán a estos efectos con igual 
tratamiento que las Corporaciones Locales.

Artículo diez.—Uno. La Mutualidad Nacional de Previsión 
de la Administración Local podrá reclamar de los interesados 
y de las Corporaciones afectadas cuantos datos y justificantes 
sean precisos para el más exacto cumplimiento de lo dis­
puesto en este Decreto. Si no se aportaren en los plazos fijados 
se entenderán en suspenso entre tanto los términos señalados 
o que se señalen para la revisión de las pensiones que se 
encuentren en tal caso.

Dos. Por el Ministerio de la Gobernación se dictarán las 
normas necesarias para la interpretación, desarrollo y eje­
cución de este Decreto.

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid 
a veintisiete de febrero de mil novecientos setenta y cinco.

FRANCISCO FRANCO

El Ministro de la Gobernación,
JOSE GARCIA HERNANDEZ

5200        ORDEN de 26 de febrero de 1975 por la que se crea 
la Escuela de Automovilismo de las Fuerzas de 
Policía Armada y se señalan las facultades de 
la misma.

Excelentísimo señor:

Las Fuerzas de Policía Armada disponen en la actualidad 
de vehículos tácticos de diversos tipos, conducidos por perso­
nal de las mismas destinado en las distintas Unidades de 
la Policía Armada.

Por las condiciones del servicio y peculiaridades de algunos 
vehículos, parece conveniente que la Jefatura de Automovilismo 
de dichas Fuerzas disponga con carácter oficial de un centro 
de enseñanza de la especialidad, con el fin de formar y per­
feccionar a los conductores de los vehículos pertenecientes a 
la Policía Armada, concediéndose a dicho Centro la facultad 
de expedir permisos de conducción para los referidos vehícu­
los, de forma similar a como lo vienen haciendo los tres 
Ejércitos y la Guardia Civil.

En su virtud, he tenido a bien disponer lo siguiente:

Artículo l.° Encuadrada en la Jefatura de Automovilismo 
de la Policía Armada, se crea como Centro de Enseñanza, a 
los efectos de lo dispuesto en el artículo 261, II-b), del Código 
de la Circulación, la Escuela de Automovilismo de las Fuer-


